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        CONSEJO REGIONAL 

         ECONOMIA SOCIAL


Expediente AR-6/2015
LAUDO que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje en equidad promovido por D. XXXXX, contra la cooperativa “XXXXX”, en relación con los trámites y requisitos exigidos por el Consejo Rector con objeto de dar cumplimiento al acuerdo adoptado por la Asamblea General de fecha 27 de abril de 2013, por el que se propuso una bonificación en el precio de la aceituna a aquellos socios que entregasen toda su producción en la cooperativa. 
ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 30 de julio de 2015 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje en equidad suscrita por  D. XXXXX de la que, como pretensión principal, se deducía la oposición a las actuaciones y requisitos seguidos por el Consejo Rector de la entidad “XXXXX” con objeto de cumplir con el contenido del acuerdo adoptado por la Asamblea General de fecha 27 de abril de 2013, por el que se propuso una bonificación en el precio de la aceituna a aquellos socios que entregasen toda su producción en la cooperativa. El motivo fundamental de oposición radicaba en los documentos exigidos para acreditar esta última circunstancia ya que, si bien la cooperativa reclamaba la aportación de la declaración de la renta del socio, el solicitante de arbitraje se oponía a ello alegando que suponía facilitar datos de carácter estrictamente  personal, considerando tal medida como desproporcionada.  

La documentación que se adjuntaba con la demanda ha sido objeto de estudio y valoración a la hora de dictar el presente Laudo.

SEGUNDO: Admitida a trámite la solicitud de arbitraje, se dio traslado de la misma a la cooperativa de referencia para su contestación, lo que tuvo lugar con fecha 18 de septiembre de 2015, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían y en el que se adjuntaba asimismo diversa documentación que también ha sido admitida como prueba.

TERCERO: En fecha 4 de diciembre de 2015 tuvo lugar en la sede de la Dirección Provincial en Ciudad Real de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo, previa convocatoria, la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa.


Compareció D. XXXXX en su propio nombre y derecho. Por parte de la cooperativa compareció D. XXXXX, abogado, adscrito al Ilustre Colegio de Abogados de Toledo con el número XXX, cuya representación ya constaba acreditada en el expediente arbitral de referencia. 

Durante el transcurso del referido acto ambas partes ratificaron el contenido de los escritos que hasta la fecha habían tenido oportunidad de incorporar al expediente. En consecuencia, los términos de la cuestión litigiosa quedaron fijados en el sentido de que el solicitante de arbitraje reclamaba la bonificación en el precio de la aceituna que le correspondía como consecuencia de entregar íntegramente su producción en la cooperativa, pero discrepaba del medio que ésta exigía para acreditar tal extremo ya que era imprescindible aportar su declaración de la renta.


No obstante lo anterior, hay que decir que en todo momento la postura de la cooperativa en este acto fue mucho más flexible a la hora de reclamar esos documentos. De tal manera, desde un principio su apoderado consideró más que suficiente que el demandante aportara exclusivamente los datos fiscales relativos a la actividad económica desarrollada, con la intención de comprobar el número de pagadores que pudiera aparecer relacionados; incluso llegó a proponer que esos datos fiscales ni siquiera se aportaran, sino que al menos fueran exhibidos, con lo que no sería necesario someter los mismos al debido tratamiento que exige la Ley de Protección de Datos de Carácter Personal. 

En relación con lo anterior, y en aras de encontrar un acuerdo entre ambas partes en este punto, el árbitro que suscribe propuso una fórmula intermedia, consistente en que el demandante aportara cualquier otro tipo de documento público o privado que pudiera servir para acreditar que presentaba todas su cosecha de aceituna en la cooperativa; posteriormente, se daría traslado a la cooperativa de esos documentos para que valorara si los extremos pretendidos quedaban suficientemente acreditados, y sólo en caso de que ello no fuera así, sería necesario aportar los datos fiscales reclamados desde un principio. No obstante, esta solución también fue rechazada. 
CUARTO: Respecto de la prueba propuesta, se admitió y se consideró pertinente toda la documental aportada por la parte demandante, la cual consta enumerada en su solicitud. 
  Respecto de la prueba propuesta por la entidad cooperativa, se admitieron todos los documentos aportados con la contestación a la solicitud de arbitraje, y se consideró asimismo pertinente la práctica de la prueba consistente en que el solicitante de arbitraje aportara los datos fiscales del año 2014, y ello con el único objeto de proceder a la resolución definitiva del procedimiento. A la vista de lo anterior, y pese contar con la opinión en contra de D. XXXXX al calificar tal medida como desproporcionada, finalmente esos datos fueron aportados en el acto de la vista, pudiendo constatar el árbitro que, efectivamente, en el apartado de “Actividades Económicas”, figuraba tan sólo un único pagador, concretamente la cooperativa demandada. El representante de la cooperativa rechazó la posibilidad de tener acceso a los datos fiscales proporcionados, estimando suficiente la comprobación de los mismos por el árbitro.

A la vista de todo lo anterior, el árbitro que suscribe procedió a adelantar de forma verbal y a grandes rasgos el contenido del presente Laudo, quedando pendiente su redacción y notificación definitiva.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 

SEGUNDO: Antes de entrar a conocer sobre el fondo de la cuestión litigiosa planteada, obligado es tratar en primer lugar las excepciones que se plantean en el escrito de contestación presentado por la cooperativa. El hecho de tratarlas con carácter previo responde a que la propia naturaleza de los   defectos alegados impide, de ser alguno de ellos estimado, que se pueda entrar a valorar el fundo del litigio. 
La primera excepción, bajo el epígrafe “Imposibilidad manifiesta de proseguir el procedimiento”, se concreta en la discrepancia con la modalidad de arbitraje escogida pues, si bien el actor solicita la modalidad de equidad, afirma la cooperativa que es incompatible con la acción de nulidad de un acuerdo de la Asamblea General, la cual se debería tramitar como arbitraje en derecho. Esta cuestión aparece claramente resuelta en el artículo 15 del Decreto 72/2006, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, al disponer que, salvo que ambas partes acuerden expresamente que el arbitraje sea en derecho, el procedimiento ordinario será el de equidad. Por tanto, existiendo discrepancia en cuanto a la modalidad de arbitraje por la que resolver el presente litigio, necesariamente –en aplicación del precepto antes citado-, deberá ser en equidad.  
Respecto de esta última modalidad de arbitraje, conviene decir en un primer momento que, siendo su objetivo buscar una posible solución al conflicto existente entre las partes, persigue en última instancia la consecución de una concreta justicia material por encima de la aplicación estricta y literal de las normas jurídicas. De tal forma, lo que se pretende con esta modalidad de arbitraje es mejorar la aplicación rígida y dogmática de la ley, sobre todo en aquellos casos en los que ésta no sirve para resolver la esencia del conflicto atendiendo a todas las circunstancias que en el mismo pudieran concurrir. Las normas jurídicas no son perfectas ni completas, lo que supone que sea necesario en ocasiones suplir esa imperfección a través de la idea de equidad, criterio con el que se puede completar la ley en aquellos supuestos concretos y muy particulares en los que el derecho no es capaz de regular una determinada situación. A pesar de todo ello, es ineludible que también esta modalidad de arbitraje esté presidida en última instancia por el principio de legalidad, al requerir un análisis previo del derecho positivo con objeto de que, una vez interpretada la propia norma jurídica, se pueda alcanzar una solución al litigio a través de una decisión que no esté tomada exclusivamente en conciencia o movida por convicciones meramente subjetivas o morales, sino que parta de lo que podríamos denominar “espíritu de la ley”.


De la última reflexión recogida en el párrafo precedente deriva que, al contrario de lo que en un principio podría presumirse, el árbitro en equidad ostenta una limitada facultad para apartarse de la regla impuesta por el derecho. Es decir, en los arbitrajes en equidad no es posible dejar a un lado de forma absoluta la aplicación de las disposiciones del ordenamiento positivo, toda vez que éstas siempre tutelan intereses de carácter público que es necesario preservar. De hecho, y centrándonos en el supuesto que nos ocupa, en la misma solicitud de arbitraje por la que se inicia el presente procedimiento arbitral son continuas las citas y remisiones a textos normativos, ya sea a la propia Constitución Española, o bien sea a la Ley Orgánica 15/1999, de Protección de Datos de Carácter Personal. Por tanto, si las mismas partes en litigio solicitan e invocan la aplicación de determinados textos de carácter legal, obviamente el árbitro no puede dictar el Laudo atendiendo exclusivamente a un criterio enteramente personal, sino que deberá tener en cuenta lo que indique la justicia material que deriva de la propia aplicación de las normas jurídicas, y ello con independencia de que –tal y como se ha indicado anteriormente y en aplicación del artículo 15 del Decreto 72/2006- nos encontremos ante un arbitraje en equidad.


Por todo lo anterior, debe desestimarse la primera cuestión de premio pronunciamiento planteada.

TERCERO: La segunda excepción alegada por la cooperativa consta bajo el siguiente epígrafe: “La acción ejercitada por el demandante es extemporánea por haber concluido el plazo de caducidad para el ejercicio de la acción de acuerdos nulos”; en este sentido añade que lo que solicita el demandante es la nulidad del acuerdo de la Asamblea General referente a la bonificación en el precio de la aceituna a los socios que entreguen toda su producción en la cooperativa. 

No obstante lo anterior, tanto del escrito de solicitud de arbitraje como de las alegaciones vertidas en la vista previa con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa, puede afirmarse que el demandante en realidad no está impugnando el acuerdo de la Asamblea General antes indicado, sino que realmente en lo que discrepa es en la forma en la que el Consejo Rector está cumpliendo con ese mandato asambleario, ya que está exigiendo a los socios la aportación de los datos fiscales, que es precisamente en su negativa en lo que radica todo el presente litigio. Por tanto, el documento que habría que tomar en consideración para proceder al cálculo del plazo en el que interponer el correspondiente recurso sería más bien la comunicación remitida al reclamante, D. XXXXX, con fecha 10 de junio de 2015, en la que se solicitan sus datos fiscales para proceder al pago de la bonificación correspondiente. Es el día de la recepción de ese documento el que habría que considerar como “a quo” a la hora de determinar si el recurso fue interpuesto o no en plazo. 

La particularidad que concurre en el presente caso es que no existe en el expediente arbitral constancia alguna de la fecha en la que el reclamante recibió la comunicación de fecha 10 de junio en la que se le solicitaba la aportación de sus datos fiscales. Por tanto, si es desde ese preciso momento desde el que hay que computar el plazo legal de impugnación y el mismo no consta objetivamente acreditado, lo más justo sería considerar ese plazo abierto hasta que exista constancia de que el interesado es conocedor de esa actuación, es decir, hasta que proceda a realizar cualquier actuación de la que se pueda deducir que tenía conocimiento del contenido del referido escrito. Teniendo en cuenta esta circunstancia, podemos afirmar que la solicitud de arbitraje fue presentada en tiempo y forma ya que no es hasta el pasado día 30 de julio de 2015 (fecha en la que se interpuso) cuando queda realmente constancia de que el demandante había recibido la notificación que se impugna y era plenamente conocedor de su contenido. No existe documentada ninguna actuación anterior llevada a cabo por D. XXXXX de la que pudiera al menos presumirse que era conocedor del contenido de la carta remitida por la cooperativa con fecha 10 de junio, motivo por el cual resulta más ajustado a derecho mantener abierto el plazo de interposición de la solicitud de arbitraje hasta el momento en el que ello se produce, y que coincide con la fecha de presentación. 
Por todo lo anterior, debe también desestimarse la segunda excepción planteada por la cooperativa. 
CUARTO: La tercera excepción planteada por la cooperativa es doble, pues se denuncia “defecto legal sustancial en el modo de proponer la solicitud de arbitraje por falta de claridad o precisión en la determinación de la petición que se deduce, así como por la falta de legitimación activa del demandante para actuar en nombre y representación de otros socios”. Estudiaremos en primer lugar la alegación concerniente a la falta de claridad o precisión de la demanda, dejando para un momento posterior el estudio de la legitimación activa. 
Hay que decir que en este tipo de procedimientos, en los que no es preceptivo comparecer asistido por un asesor, la cuestión consistente en la falta de precisión en la determinación de lo que se reclama debe tener un carácter restrictivo en su apreciación, debiendo limitarse a aquellos supuestos en los que fuera imposible saber lo que realmente se está pidiendo; dicho de otro modo, debería limitarse a aquellas situaciones en las que la parte demandada se ve imposibilitada por completo para conocer lo que se alega en su contra y defenderse de ello. En opinión del árbitro que suscribe, el artículo 17 del Decreto 72/2006 no hay que entenderlo de forma rigurosa y literal, sino que basta con que en la solicitud de arbitraje se ponga de relieve, aunque sea de forma poco concreta, lo que se reclama y por quién se reclama. Se alcanzarían con ello dos importantes logros: en primer lugar, se conseguiría evitar, en la medida de lo posible, un excesivo dogmatismo que en nada favorece la resolución de los conflictos sometidos a arbitraje y, en segundo lugar, le daríamos todo su sentido material al trámite regulado en el artículo 22 del Decreto 72/2006 relativo a la comparecencia de las partes para fijar los términos de la cuestión litigiosa. En cualquier caso hay que insistir en que este criterio antiformalista en favor de la acción interpuesta no puede aplicarse en aquellos supuestos en los que sea imposible conocer lo que se reclama, quién lo reclama o no se identifique correctamente a la persona contra la que se interpone la reclamación. 


Teniendo en cuenta lo mencionado en el párrafo precedente, si bien es cierto que de la solicitud de arbitraje no parece quedar claro si realmente lo que se impugna es el acuerdo por el que se decidió bonificar el precio de la aceituna a los socios que llevaran toda su producción a la cooperativa, o bien lo que se recurre son las actuaciones llevadas a cabo por el Consejo Rector para dar cumplimiento a lo ordenado por la Asamblea General, es en el acto de la vista previa celebrada el pasado 4 de diciembre cuando quedaron suficientemente concretados los términos de la cuestión litigiosa –tal y como se ha indicado anteriormente-, momento previsto por el propio Decreto 72/2006 para ello. Los requisitos de claridad y precisión en la solicitud deben tener como finalidad, entre otras, que se decida con certeza y seguridad sobre la reclamación interesada, de tal manera que esa decisión sea adecuada y congruente con el debate sostenido. Pero para ello es suficiente con que se indiquen o consten los hechos de forma sucinta o aproximada (lo suficiente como para no colocar a la parte contraria en franca situación de indefensión), ya que, tal y como se ha indicado con anterioridad, es realmente en la vista previa en donde sí que es necesario ya determinar con exactitud el objeto real de la pretensión, tal y como se ha producido en el presente caso. En el supuesto que nos ocupa, fue realmente en este momento cuando el reclamante concretó que su oposición no era contra el acuerdo de bonificación en el precio de la aceituna, sino contra la fórmula escogida por el Consejo Rector para acreditar que el socio llevaba la totalidad de su cosecha a la cooperativa, exigiendo para ello la presentación de los datos fiscales. Por tanto, en el momento procedimental oportuno quedaron suficientemente determinados los términos de la cuestión litigiosa, al menos lo suficiente como para que ninguna de las partes quedara en situación de franca indefensión, motivo por el cual no puede estimarse la primera parte de la excepción alegada por la cooperativa.
Respecto a la alegación de falta de legitimación activa del demandante para actuar en nombre y representación de otros socios, tiene razón la cooperativa cuando afirma que el reclamante carece de la suficiente legitimidad y capacidad de representación para actuar en nombre de todos ellos. No obstante, no se comparte la opinión relativa a los efectos que esa posible falta de legitimidad conlleva pues, si bien la cooperativa considera que la misma supone la existencia de una cuestión de previo pronunciamiento que debería ser estimada, dicha consecuencia resulta de todo punto desproporcionada. Es más ajustado a derecho entrar finalmente a conocer el fondo del asunto, pero limitando los efectos del presente Laudo exclusivamente a quien realmente ha solicitado el arbitraje, dejando al margen a cualquier otro socio que pudiera encontrarse en la misma situación de hecho pero que hasta la fecha no hubiera procedido a efectuar la oportuna reclamación. Por tanto, debe también desestimarse la excepción planteada ya que, si bien es cierto que el solicitante de arbitraje carece de capacidad de representación suficiente para actuar en nombre de otros socios, la única consecuencia que de ello puede derivarse es que los efectos del presente Laudo no se hagan extensivos a nadie más que no sea quien realmente lo ha demandado.   
QUINTO: Entrando ya a conocer sobre el fondo del asunto, recordemos que los términos de la cuestión litigiosa han quedado fijados exclusivamente en el sentido de determinar si, a la vista de la documentación que obra en el expediente arbitral, a D. XXXXX le corresponde la bonificación en el precio de la aceituna por aportar todas su producción en la cooperativa. En este sentido, una de las pruebas practicadas a lo largo del procedimiento ha sido la aportación por parte del solicitante de arbitraje de sus datos fiscales correspondientes al ejercicio del año 2014, aunque también hay que decir que ello sólo se produjo una vez que el árbitro calificó la misma como esencial y determinante para la resolución del procedimiento. De tal forma, esos datos fueron exhibidos oportunamente, pudiéndose comprobar que en los mismos sólo aparecía relacionado un solo pagador en el apartado relativo a “Actividades Económicas” y que el mismo era la cooperativa “XXXXX”, de lo que se deduce que, efectivamente, el solicitante de arbitraje aporta a la misma toda su producción de aceituna. En consecuencia, siendo ello así, lógicamente le corresponde percibir la bonificación acordada en el precio de la aceituna por la Asamblea.
Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

Debe estimarse la solicitud de arbitraje presentada por D. XXXXX contra la entidad cooperativa  “NTA. SRA. DE LA ENCARNACIÓN, S. COOP. DE C-LM” y se declara que le corresponde percibir el abono extra acordado en el precio de la aceituna al entregar la totalidad de su cosecha. 

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 

En Toledo, a 21 de diciembre de 2015
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
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